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9. Aprobación de la Memoria de Actividades del año 2016  
 

Memoria de Actividades del año 2016



“Excelentísimas e Ilustrísimas autoridades, Señoras y señores:

“El tradicional acto de presentación de la memoria de actividades del 
Consejo Jurídico cada año, además de ser el fiel cumplimiento de un mandato 
legal, es una buena oportunidad para ofrecer públicamente a las instituciones 
autonómicas y a las administraciones públicas el fruto de una labor que 
habitualmente no trasciende.

Y es que el día a día de la actividad del Consejo Jurídico permanece 
“lejos del mundanal ruido”, no en el sentido de estar apartado de las 
controversias humanas y del mundo de la realidad palpable, sino que se sitúa 
en la tranquilidad y el sosiego como medio para llegar a las metas del 
conocimiento que la actividad de dictaminar exige, para que ésta sea, en su 
ámbito, la “verdad pura sin velo” a la que se refiriera Fray Luis de León. Y que 
el Consejo está cerca de la realidad, y en el intento siempre de comprenderla 
en el más adecuado sentido jurídico del interés general, es una afirmación cuya 
prueba está al alcance de la mano de cualquiera, ya que basta con la consulta
a los Dictámenes, accesibles para todos en la página web del Consejo.

Me permito llamar la atención ahora sobre esta realidad que es el 
Consejo Jurídico, cuya ley va a cumplir, dentro de dos meses, 20 años. En 
sentido estricto, en cuanto institución de la Comunidad Autónoma, representa 
específicamente una pura realidad jurídica, ya que su existencia y 
funcionamiento se debe a las previsiones del propio ordenamiento. 

Pero, en otro sentido más amplio, se ha convertido en un elemento más 
de la realidad social regional, entendida en los términos en que la expresa el 
artículo 3 del código civil a la hora de interpretar las normas, es decir, en un 
elemento imbricado en el funcionamiento de las instituciones, de tal forma que, 
al día de hoy, el conjunto de la Comunidad Autónoma no sería igual sin el 
Consejo Jurídico, a la vista de la importancia que ha adquirido en la estructura 
jurídico-institucional de la misma como órgano de garantía constitucional, 
estatutaria y del resto del ordenamiento jurídico en general. 

La razón de ello creo que es sencilla: el alcance, la amplitud y 
generalidad de la Función Consultiva permiten que ésta contribuya a que las 
acciones de gobierno y administración tengan las necesarias dosis de 
serenidad y conocimiento, en el sentido que ya expusiera SAAVEDRA 
FAJARDO en la cuarta de sus empresas (“non solum armis”) cuando afirma 
que para mandar es menester ciencia. El resultado es que se convierte en una 



instancia que introduce una legitimación adicional al ejercicio del poder público 
mediante su aproximación a la razón jurídica. 

La Función Consultiva, a través de su control preventivo sobre las 
principales decisiones y normas, consigue que sean más correctas y ajustadas, 
tanto al bloque de legalidad como al principio de atención preferente al interés 
general. Y, aunque ello pase desapercibido en el discurrir común de los 
acontecimientos, no deja de ser un beneficio para las instituciones, para la 
sociedad, y para los concretos ciudadanos afectados por tales decisiones y 
normas, cuestión en la que incido a continuación.

Una de las características intrínsecas del Consejo Jurídico es su 
independencia. Ya hemos destacado en otras ocasiones que los miembros del 
Consejo, a partir de su nombramiento, no están sujetos a ningún vínculo 
jerárquico ni son sumisos a instrucción de ninguna clase. Esa independencia 
hay que contemplarla como una fortaleza del Estado de Derecho y del propio 
sistema democrático, ya que permite filtrar las decisiones bajo el prisma de la 
garantía de los derechos de los ciudadanos que, de este modo, ven asegurado 
que en la conformación de la decisión administrativa que les afecta interviene 
una institución con la competencia de valorar la situación bajo una perspectiva 
técnica y objetiva, como exige la Constitución, al decir que “la administración 
sirve con objetividad los intereses generales” (art. 103.1). Y, en definitiva, es a 
esa misión a la que contribuye específicamente el Consejo.

En ese contexto, cobra todo su sentido la intervención del Consejo en 
los procedimientos de responsabilidad patrimonial de la Administración, porque, 
como pusieron de manifiesto diversas memorias del Consejo de Estado hace 
ya varios años, la responsabilidad administrativa se conecta con la concepción 
del Estado Social y democrático de derecho (artículo 1.1 CE) y opera también 
como medio para hacer posible que los servicios públicos cumplan una función 
transformadora y de remoción de obstáculos a la solidaridad y a la igualdad 
(artículo 9.2 CE). La administración eficaz lo es también en cuanto 
responsable, de ahí el papel central de la responsabilidad en una 
administración con tan amplias funciones como las que asume en el Estado 
Social.

***
De entre los diferentes datos y observaciones que en la memoria que se 

acaba de aprobar figuran, creo conveniente llamar la atención sobre alguno de 
ellos.

En primer lugar, 2016 ha sido el año en el que ha culminado la 
renovación de 3 miembros de este Consejo Jurídico. La ley del Consejo 
Jurídico, al establecer un período de duración fija para los mandatos de los 
Consejeros y un mecanismo de renovación parcial, va persiguiendo la
estabilidad de la institución. Es esta una cualidad necesaria para toda 
institución por razones elementales que se acentúan en el caso del Consejo, 



porque permite un alto grado de profesionalidad como paso imprescindible para 
la cohesión y el equilibrio de sus posiciones doctrinales. Quiero en este punto 
resaltar, que los tres miembros elegidos por la Asamblea Regional, lo fueron 
sin ningún voto en contra de los diputados autonómicos. El Consejo agradece 
muy sinceramente dicha confianza, que nos obliga aún más si cabe, a alcanzar 
la máxima objetividad y rigor en cada una de nuestras decisiones. También es 
oportuno recordar que el cien por cien de los Acuerdos y Dictámenes 
aprobados por el Consejo lo fueron por unanimidad de todos sus miembros. 

Una segunda circunstancia que creo oportuno destacar es la existencia 
de consultas facultativas sobre temas de interés y de alcance que están a la 
vanguardia de la actualidad jurídica. En las consultas facultativas es, quizás, 
cuando se manifiesta la Función Consultiva en su sentido más puro, y donde es 
más apreciable la auctoritas del órgano, es decir, ese saber socialmente 
reconocido que con tan sensible finura jurídica delimitase el maestro ALVARO 
D’ORS. Es precisamente por eso por lo que debe emplearse el Consejo
Jurídico en dictaminar facultativamente sobre materias que tengan por objeto 
alguno de los más trascendentes asuntos del gobierno y de la administración, 
que son los que corresponde examinar al superior órgano consultivo de la 
Comunidad Autónoma, dada su posición institucional. Por eso, se debe hacer 
un uso adecuado de la potestad de formular consultas facultativas a este 
Consejo Jurídico, las cuales han de estar seria y profundamente preparadas, y 
han de estar dirigidas a una actuación eficaz de la autoridad consultante. (el 
sensible incremento que cada año se produce de las mismas denota su 
necesidad e importancia).

Una tercera cuestión reseñable que queda reflejada en los Dictámenes 
es la preocupación por la seguridad jurídica, que tiene quizás su manifestación 
más intensa en la creación del Derecho, es decir, en la producción normativa, 
donde la intervención del Consejo ex ante persigue conseguir el adecuado 
conocimiento de las normas jurídicas como una garantía tendente a asegurar el 
proceso de búsqueda y hallazgo del derecho y de su interpretación, de forma 
que se dé una pauta para el ciudadano en cada caso concreto. Conocido es el 
proverbio turco de que “cuando el carro se ha roto muchos os dirán por donde 
no se debía haber pasado”, nuestra obligación y responsabilidad es avisarlo 
antes para evitar que se rompa el carro.

En ese mismo sentido, el Consejo de Estado ha dejado dicho que la  
seguridad  jurídica  garantizada  en  el  art.  9.3  CE  significa  que  todos, tanto 
los poderes  públicos como los ciudadanos sepan a qué  atenerse, lo cual 
supone, por un lado,  un  conocimiento  cierto  de  las  leyes  vigentes  y,  por  
otro,  una  cierta  estabilidad  de  las  normas  y  de  las  situaciones  que  en  
ella  se  definen.  Esas  dos  circunstancias, certeza  y  estabilidad, deben 
coexistir en un Estado de Derecho. Para el Consejo de Estado, dos   problemas   
amenazan,   pues,   la   seguridad   jurídica:   la   mala   técnica   normativa   y   



la inestabilidad  exagerada  del  ordenamiento.  La  solución ha de ser una 
mayor  calidad  técnica,  y  mayor  atención  a  los  principios  y  valores  para  
hacer  compatible  la  estabilidad  del  ordenamiento con el progreso y el 
cambio social, lo cual ha de ser viable, pues estabilidad no significa inmovilismo 
ni petrificación del ordenamiento.

Esa necesidad de preservación de la seguridad jurídica explica 
suficientemente la intervención preceptiva del Consejo en la elaboración de las 
normas, pero también en los procedimientos de revisión de oficio,  Una 
reiterada jurisprudencia así como una abundante doctrina del Consejo de 
Estado recogida por este Consejo Jurídico y plasmada en diversos 
Dictámenes, considera esta revisión como una potestad excepcional de la 
Administración para dejar sin efecto sus propios actos al margen de cualquier 
intervención jurisdiccional, razón por la cual ha de ser objeto de interpretación 
restrictiva y sólo aplicable a aquellos supuestos en los que los actos a revisar
adolezcan de un defecto de la máxima gravedad. De ahí se infiere que las 
situaciones excepcionales en las que tal potestad haya de ser aplicada deben 
analizarse con suma cautela, procurando cohonestar los principios básicos de 
legalidad, en virtud del que se establece la posibilidad de revisar los actos 
administrativos cuando se constata su ilegalidad, y el de seguridad jurídica, que 
postula la conservación de los actos ya dictados y su irrevocabilidad 
administrativa.

***
En las diferentes ocasiones en que he tenido ocasión de reflexionar 

públicamente sobre el Consejo Jurídico y su Función Consultiva, me he referido 
a la necesidad de contar con una institución propia que sustituya al Consejo de 
Estado, de la misma forma que los órganos autonómicos del poder legislativo y 
ejecutivo sustituyen a los del Estado en nuestro ámbito. Y, aunque se puede 
insistir ofreciendo razones operativas que así lo evidencian, puede ser también 
conveniente referirse a la otra cara de la moneda, es decir, al aspecto funcional 
más que al orgánico, y recordar que el Consejo adopta el testimonio del 
sistema de consejos externos a la Administración activa, modelo en el que se 
había organizado históricamente la Función Consultiva en el Estado. 

Porque, al fin y al cabo, cuando nuestro monarca Carlos I decidió en el 
año 1522 organizar la Función Consultiva a través del Consejo de Estado, no 
hizo otra cosa que seguir el ejemplo de sus antecesores. Los monarcas 
visigodos contaron con el Aula Regia, que inspiró la instauración a comienzos
del siglo IX del Oficio Palatino por el monarca asturleonés Alfonso II. Ya 
propiamente en Castilla, el primer precedente se localiza en 1118, en el reinado 
de Alfonso IX y, en las Cortes de Zamora (1274), el Rey Alfonso X ordenó que 
existiesen junto a él “omes buenos, entendidos y sabidores de los fueros, todos 
legos, que conocieran bien el fuero del libro y la costumbre antigua”. Después, 
los Reyes Católicos, en las Ordenanzas de Toledo, en 1480, aprueban el que 
pasó a llamarse Consejo Real.



Sobre esta tradición histórica, y tras la Constitución de 1978, la 
jurisprudencia del TC relativa al artículo 107 CE, señala que éste lo que 
constitucionaliza no es tanto la figura concreta del Consejo de Estado, sino la 
relevancia de la Función Consultiva. Se ha defendido que lo que el mencionado 
precepto constitucional establece es una especie de directriz constitucional al 
legislador; directriz que debe informar necesariamente la configuración del 
Gobierno y de la Administración, en cualquiera de los dos niveles, estatal y 
autonómico, en la medida en que se considera que ambos tienen que disponer 
de un instrumento de elevado asesoramiento jurídico. Es preciso que dicha 
función sea llevada a cabo por un órgano de carácter consultivo. Es decir, el 
TC parte de una interpretación finalista de la Constitución y considera que, más 
allá de cuál sea el órgano concreto que intervenga en el asesoramiento de un 
determinado asunto (Consejo de Estado u órganos consultivos autonómicos), 
lo que es del todo necesario es la existencia de un órgano, con las 
características adecuadas, que cumpla esa función de garantía y control en el 
seno del procedimiento administrativo.

Se aprecia así, pues, la proyección histórica y constitucional de la 
Función Consultiva y, en consecuencia, de quien la ejerce en la Comunidad 
Autónoma. El artículo 1.1 de nuestra Ley lo define como el superior órgano 
consultivo en materia de gobierno y administración de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia y el artículo 1.4 de su Reglamento afirma que precede
a los demás órganos e instituciones de la Administración Regional después del 
Consejo de Gobierno.

También en este punto, quiero traer ante Uds. la reflexión que ya en 
alguna otra ocasión hemos tenido que realizar los que formamos parte de esta 
Institución, ante los desproporcionados ataques que en años recientes han sido 
sometidos los Consejos Consultivos Autonómicos. El hecho de que alguno de 
ellos se fueran incorporando como Consejeros, cargos natos, que en 
determinados casos no reunían la condición de juristas (imitando una larga 
tradición en la composición del Consejo de Estado), pudo explicar el cierto 
recelo y animadversión que un momento dado pudieron provocar.

Afortunadamente, esa desconfianza parece haber remitido, y la 
necesidad de la función consultiva, cuya importancia y solera histórica 
acabamos de recordar, ha superado esa incomprensión de la misma, que, justo 
es reconocerlo, determinados excesos pudieron originar. 

Por cierto, ocioso es recordar que nuestra Ley de creación nunca 
contempló otra composición del Consejo que no fuera absolutamente integrada 
por juristas. Así creemos que debe ser, y así confiamos que siempre sea.

***



Antes me he referido a la ya larga vigencia de la Ley del Consejo y a la 
plena inserción de éste en la vida institucional autonómica, cuestión que ahora 
conecto con otra idea que ha girado en distintas intervenciones públicas de 
este Consejo, que es la modificación de dicha Ley para actualizarla y adecuarla 
a las vicisitudes sociales y jurídicas producidas en las dos últimas décadas.

Cierto es que ello parece conveniente, y que se han apuntado algunas 
reformas particulares que sería posible valorar, pero el punto de arranque para 
una revisión de la Ley del Consejo ha de partir de una idea que creo todos 
podemos compartir, y es que el Consejo funciona, y, por ello, cualquier 
alteración ha de ser meditada y adoptarse con prudencia, esa virtud que 
alabaron en la Grecia Clásica y que como nos dejó dicho el Santo de Aquino, 
es la virtud del gobernante que guía a las demás virtudes por afincarse en la 
razón.

Y, en cualquier caso, la principal modificación sobre el régimen jurídico 
del Consejo no es la que afecta a su Ley. La Función Consultiva, dado que 
tiene relevancia constitucional, en su proyección territorial debe tener su reflejo 
en el Estatuto de Autonomía, siendo esa la más efectiva conformación de la 
normativa rectora del Consejo. Ello significa, también, adecuar la realidad 
estatutaria a la realidad social. 

***

Señoras y señores: decía William Shakespeare que la brevedad es el 
alma del ingenio, y ello ya me debería ir preocupando… Un especial recuerdo y 
agradecimiento quiero traer aquí a la Letrada Carmen Caturla Carratalá, 
recientemente jubilada tras una fructífera carrera en este Consejo. Finalmente, 
en nombre de los miembros del Consejo Jurídico, de sus Letrados y de todo el 
personal de esta casa, quiero transmitir a todos quienes hoy nos acompañan 
nuestro agradecimiento por su presencia. De manera especial al Excmo. Sr. 
Presidente de la Comunidad Autónoma, a la Excma. Sra. Presidenta de la 
Asamblea Regional, y a los Portavoces de los Grupos Políticos, máximos 
representantes de las instituciones estatutarias que encarnan la esencia de la 
Región de Murcia, y a cuya confianza trata siempre de responder este Consejo
Jurídico. También, por supuesto, a todos los que hoy haciendo un hueco en 
sus apretadas agendas han tenido la cortesía de honrarnos con su presencia.

Muchas gracias.”



“Señor Presidente del Consejo Jurídico, Don Antonio Gómez Fayrén, 
Señores Consejeros y miembros de esta institución, Autoridades, Señoras y 
señores:

“El Estado es un complejo de instituciones desde las que se ejerce el 
poder legítimo, si del Estado democrático de Derecho hablamos. Cuidado con 
el descrédito de las instituciones presentes antes de haber inventado otras de 
recambio. En nuestro Estado son muchas las que funcionan de forma 
satisfactoria”. 

Son palabras pronunciadas por el recordado jurista, historiador y escritor 
español Don Francisco Tomás y Valiente en su toma de posesión como 
consejero permanente del Consejo de Estado, pocos días antes de ser 
asesinado por ETA.

Y podemos afirmar que los 21 años transcurridos no han restado 
vigencia a esas palabras de quien presidió el Tribunal Constitucional entre 
1986 y 1992.

Porque, en efecto, el Estado democrático de Derecho, sustentado en la 
Constitución de 1978, basa su funcionamiento en una serie de instituciones a 
través de las cuales se ejercen, de forma legítima, los poderes ejecutivo, 
legislativo y judicial.

Y aquél descrédito de las instituciones respecto del que alertaba Tomás 
y Valiente, resulta tan patente en nuestros días como evidente es el hecho de 
que no se ofrece más alternativa que el desmoronamiento de las estructuras de 
convivencia que tanto trabajo y sacrificio ha costado alzar.

Trabajo, como el de tantos hombres y mujeres que han aportado lo 
mejor de sí a esas instituciones y han ejercido de forma tan legítima como 
honesta el poder que confiere el sistema democrático.

Sacrificio como el de cuantos se expusieron y se exponen a la 
incomprensión y al descrédito; por no hablar de quienes dieron incluso la vida, 
como el propio Tomás y Valiente, en defensa de los valores del Estado de 
Derecho y de la pacífica convivencia.

No daremos pasos al frente si no tenemos claro que las instituciones del 
Estado de Derecho, aun siendo susceptibles de mejora, han sido y son el 



sustento de para el desarrollo y el bienestar de los españoles a lo largo de los 
últimos 40 años.

Estaremos poniendo trabas a la profundización en los valores 
democráticos, si ponemos en cuestión, de forma gratuita y sistemática, la 
validez y la capacidad de nuestras instituciones.

Para ejercer con rigor el poder legítimo del que están investidas, las 
instituciones democráticas se apoyan en órganos consultivos como este 
Consejo Jurídico de la Región de Murcia, que hoy aprueba su Memoria Anual.

Francisco Tomás y Valiente decía en el reseñado acto de toma de 
posesión, refiriéndose al Consejo de Estado, del que entraba a formar parte: 
“Su poder es el consejo; su arma, el Derecho; su instrumento, el trabajo; su 
premio, el prestigio, eso que los romanos llamaban la auctoritas”.

Esas ajustadas palabras pueden aplicarse al Consejo Jurídico y al 
ejercicio de su doble función como órgano consultivo y órgano de control. 

Como órgano consultivo, el Consejo es una voz técnicamente autorizada 
y socialmente prestigiosa, que ayuda al Gobierno y a las Administraciones 
Públicas en la toma de decisiones.

Y cuando la consulta es facultativa, como sucede las más veces, según 
hemos podido conocer de la lectura de la Memoria, se utiliza tanto por el deseo 
de recibir una asistencia técnica cualificada, independiente y objetiva, como 
para reforzar el criterio a seguir con la auctoritas de que goza el Consejo.

Ciertamente, también es un órgano de control, aspecto que se acentúa 
si se contemplan condiciones tales como su independencia funcional y su 
intervención preceptiva en determinados supuestos.

De ahí que algunos autores hayan afirmado que la función consultiva es 
útil para consolidar el Estado de Derecho en clave autonómica, y de ahí la 
voluntad expresada por el Gobierno regional, incluso en los momentos en que 
con la crisis económica se llegó a cuestionar desde algunos ámbitos su 
subsistencia, de afirmar el respeto y el respaldo a la labor que el Consejo 
Jurídico viene desarrollando desde su creación.

A la gran cantidad de dictámenes elaborados por este órgano, con una 
cifra que se ha duplicado en la última década; se suman también un número 
similar de consultas planteadas y resueltas.

Y todo ello, con el respeto de Ayuntamientos e instituciones, con la 
credibilidad que otorga una trayectoria ejemplar.



Señor presidente, señores consejeros, les reitero el reconocimiento del 
Gobierno de la Región de Murcia hacia su labor.

Su orientación y su experiencia son el mejor referente para el correcto 
funcionamiento de las administraciones públicas.

Nuestra Región tiene por delante grandes páginas por escribir. Y el 
Consejo Jurídico un papel determinante en los retos que, juntos, afrontaremos.

Muchas gracias.”

 

Autoridades y público asistente al acto 

  



10. Publicidad activa.  



III. ACTIVIDAD CONSULTIVA





III. ACTIVIDAD CONSULTIVA

1. Número de consultas y de Dictámenes.  

392 expedientes
376 dictámenes*.  

2. Acuerdos de suspensión de trámite.

3. Procedencia de las consultas

 

                                                           
*



Gobierno y Administración Regional 351

Corporaciones Locales      41

 TOTAL      392 



4. Expedientes de consulta pendientes de despacho a 31 de diciembre

5. Votos particulares y audiencias solicitadas.



6. Clasificación de los Dictámenes

6.1. Por la procedencia de la consulta
Gobierno y Administración Regional     336

3

4  

 

 

 

 

 

 

 

5  

 

 

 

 

 

 



Corporaciones locales                                                                                  40

TOTAL Administración Regional y Corporaciones locales                     376



6.2. Por títulos competenciales previstos en la Ley 2/1997, de 19 de mayo

Dictámenes facultativos 10

Dictámenes preceptivos 366



Consultas por los ayuntamientos*6

TOTAL 376

                                                           
*Artículo 14. Consultas por los ayuntamientos.

2,66% 6,12% 
4,52% 4,79% 

0,27% 

77,93% 

1,33% 2,39% 

FAC. (Art.11)

Art.12.5

Art.12.6

Art.12.7

Art.12.8

Art.12.9

Art.12.12

Art.14



6.3. Clasificación de los dictámenes sobre responsabilidad patrimonial.

AMBITO MATERIAS
TOTAL 

DICTÁMENES
Sanitario 100

Educativo 95

Vial 36

Función Pública                                                                                             16

  



Urbanístico 12

Servicios Sociales 24

Actos administrativos         2

Puertos 3

Medio Ambiente           2

Otros 12
TOTAL DICTÁMENES 302

33% 

31% 

12% 

5% 

4% 8%

1% 1% 1% 

4% 



6.4. Sentido de los dictámenes sobre responsabilidad patrimonial.

SENTIDO DEL DICTAMEN TOTAL PORCENTAJE

7. Decisiones recaídas en expedientes consultados

DICTAMEN ASUNTO

  TOTAL 251



8. Listado numérico de dictámenes por títulos competenciales

CONSULTAS FACULTATIVAS

25/17

72/17

137/17

141/17

172/17

186/17

351/17

360/17

361/17

376/17



PROYECTOS DE REGLAMENTOS O DISPOSICIONES 
GENERALES

37/17 Proyecto de Orden por la que se establece el currículo del ciclo 
formativo de grado superior, correspondiente al título de 
Técnico Superior en Energías Renovables, en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

43/17

51/17

68/17

88/17

105/17

120/17

124/17

130/17

147/17

asm69d
Texto escrito a máquina

asm69d
Texto escrito a máquina

asm69d
Texto escrito a máquina



163/17

171/17

196/17

204/17

247/17

267/17

281/17

282/17

318/17

331/17

338/17



340/17

352/17

REVISION DE OFICIO DE ACTOS ADMINISTRATIVOS

08/17

13/17

21/17

23/17

49/17

55/17

56/17

77/17

119/17



136/17

155/17

164/17

194/17

228/17

244/17

266/17

359/17



NULIDAD, INTERPRETACIÓN Y RESOLUCION DE CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS.

01/17

22/17

30/17

46/17

76/17

82/17

90/17

113/17

187/17

201/17

202/17

264/17



279/17

285/17

287/17

291/17

324/17

336/17

MODIFICACIÓN DE CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. 

126/17

RECLAMACIONES POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

02/17

03/17

04/17

05/17



06/17

07/17

09/17

10/17

11/17

12/17

14/17

15/17

16/17

17/17

18/17

19/17

20/17

24/17

26/17



27/17

28/17

29/17

31/17

32/17

33/17

34/17

35/17

36/17

38/17

40/17

41/17

42/17

44/17



45/17

47/17

48/17

50/17

52/17

53/17

54/17

57/17

58/17

59/17

60/17

61/17

62/17

63/17



64/17

65/17

66/17

67/17

69/17

70/17

73/17

74/17

75/17

78/17

79/17

80/17

81/17

83/17



84/17

85/17

86/17

87/17

89/17

91/17

92/17

93/17

94/17

95/17

96/17

97/17

98/17



99/17

100/17

101/17

102/17

103/17

104/17

106/17

107/17

108/17

109/17

110/17

111/17

111/17

111/17

111/17



112/17

114/17

115/17

116/17

117/17

118/17

121/17

122/17

123/17

125/17

127/17

128/17

129/17

132/17



133/17

134/17

135/17

138/17

139/17

140/17

142/17

143/17

144/17

145/17

146/17

148/17

149/17

150/17

151/17



152/17

153/17

154/17

156/17

157/17

158/17

159/17

160/17

161/17

162/17

165/17

166/17

167/17

168/17

169/17

170/17



173/17

174/17

175/17

176/17

177/17

178/17

179/17

180/17

181/17

182/17

183/17

184/17

185/17

188/17



189/17

190/17

191/17

192/17

193/17

195/17

198/17

199/17

200/17

203/17

205/17

206/17

207/17

208/17

209/17



210/17

211/17

212/17

213/17

214/17

215/17

216/17

218/17

219/17

220/17

221/17

222/17

223/17

224/17

225/17

226/17



227/17

229/17

230/17

231/17

232/17

233/17

234/17

235/17

236/17

238/17

239/17

240/17

241/17

242/17

243/17



245/17

246/17

248/17

249/17

250/17

251/17

252/17

253/17

254/17

255/17

256/17

257/17

258/17

259/17

260/17



261/17

262/17

263/17

265/17

268/17

269/17

270/17

271/17

272/17

273/17

274/17

275/17

276/17

277/17

  



280/17

283/17

284/17

286/17

288/17

289/17

290/17

292/17

293/17

294/17

295/17

296/17

297/17

298/17

299/17



300/17

301/17

302/17

303/17

304/17

305/17

306/17

307/17

308/17

309/17

310/17

311/17

312/17

313/17

314/17



315/17

316/17

317/17

319/17

320/17

321/17

322/17

325/17

326/17

327/17

328/17

329/17

330/17

332/17

333/17

  



334/17

335/17

337/17

339/17

341/17

342/17

343/17

344/17

345/17

347/17

348/17

349/17

355/17

356/17



357/17

358/17

362/17

363/17

364/17

367/17

368/17

369/17

370/17

371/17

372/17

373/17

374/17

375/17

  



RECONOCIMIENTO  OBLIGACIONES O GASTOS CON OMISION 
DE LA INTERVENCIÓN PREVIA

131/17

346/17

353/17

365/17

366/17

  



OTRAS CONSULTAS PRECEPTIVAS PROCEDENTES DE LOS 
AYUNTAMIENTOS

39/17

71/17

197/17

217/17

237/17

278/17

323/17

350/17

354/17





IV. OBSERVACIONES Y SUGERENCIAS





IV. OBSERVACIONES Y SUGERENCIAS

1. DE CARÁCTER GENERAL

1.1. Consultas facultativas, momento procedimental de las mismas y 
posición institucional del Consejo Jurídico

1.2. Consultas facultativas y competencias de otros órganos

1.3. Régimen jurídico del Consejo Jurídico



1.4. La urgencia del Dictamen

1.5. La formalización de la consulta y la conformación de su 
expediente



2. ORDENAMIENTO JURÍDICO REGIONAL

2.1. Relación con el ordenamiento europeo. 



2.2. Relación con el ordenamiento estatal y distribución de 
competencias.









2.3. Relación con el ordenamiento local. 

2.4. Potestad reglamentaria



ex constitutione





2.5. Calidad normativa



lex repetita leges repetitae





3. AUTOTUTELA Y VALIDEZ DEL ACTO ADMINISTRATIVO:  LA REVISIÓN 
DE OFICIO

3.1 Revisión de oficio y actos sometidos a los órganos judiciales



3.2 Compatibilidad de la revisión de oficio con otros 
procedimientos administrativos

3.3. Carácter excepcional

3.4. Sobre la vulneración de los derechos a la tutela efectiva sin 
indefensión y a un proceso con todas las garantías como motivos de 
nulidad de pleno derecho, al amparo de lo dispuesto en el artículo 62.1,a) 
LPAC



3.5. Artículo 62.1, letra a) LPAC en relación con el artículo 23.2 de la 
Constitución

lex expecialis















3.6 Nulidad por haberse dictado el acto prescindiendo total y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido, causa 
contemplada en el artículo 47.1, c) LPA 1958 y 62.1, letra e) LPAC. 



3.7 De la causa de nulidad prevista en el artículo 47.1, b) LPA 1958: 
acto de contenido imposible.

3.8. Causa de nulidad de pleno derecho prevista en el artículo 
62.1,f) LPAC.

a priori 



3.9. Causa de nulidad prevista en el artículo 62.1,g) LPAC en 
relación con el  artículo 55 TRLS

3.10. Los límites a las potestades de revisión.

"En efecto, como 
señala el Consejo Consultivo de Andalucía en Dictamen 245/2010: "El artículo 
106 LPAC no es una norma interpretativa para restringir la apreciación de las 
causas de nulidad, sino una norma dirigida a limitar una potestad administrativa 
conectada con la causas de nulidad; potestad bien singular y exorbitante 
porque supone la de remoción de actos firmes por la propia Administración
revisora (...) los límites a la potestad revisora no ignoran la existencia de los 
efectos de la nulidad, sino que pretenden atemperarlos. De ahí la referencia a 
la ponderación de las circunstancias concretas, y a estándares abstractos 
como la buena fe o la equidad, típicos de un sistema que atempera las 
consecuencias rigurosas en la aplicación de la Ley, cuando concurran motivos 
suficientes. En tercer lugar, es claro que el artículo 106 de la Ley 30/1992, 
exige también una interpretación mesurada, pues en caso contrario acabaría 
convirtiéndose en un portillo de escape a las consecuencias de la nulidad, 
máxime si se considera que el legislador ha de sancionar con nulidad sólo las 
infracciones de invalidez extremadamente graves y el intérprete ha de 
aplicarlas, a su vez, prudentemente. Ahora bien, no es menos cierto que el 
legislador ha consagrado en esta materia una solución contraria a la efectividad 
de la nulidad, y que al conceder esa posibilidad (sin perjuicio de la 
insanabilidad de la nulidad), y con prescripciones tan generales es claro que ha 
pretendido dotar al artículo 106 de un espacio de aplicación que debe ser 
identificado en función de las circunstancias presentes en cada caso. El 
significado institucional del precepto en cuestión lo aclara el Tribunal Supremo 
en su sentencia de 17 de enero de 2006 (entre otras que participan de la 
misma fundamentación) al subrayar que "la revisión de los actos 
administrativos firmes se sitúa entre dos exigencias contrapuestas: el principio 
de legalidad, que postula la posibilidad de revocar actos cuando se constata su 
ilegalidad, y el principio de seguridad jurídica, que trata de garantizar que una 
determinada situación jurídica que se presenta como consolidada no pueda ser 
alterada en el futuro"



"el problema que se presenta en estos supuestos es satisfacer dos intereses 
que son difícilmente conciliables, y la solución no puede ser otra que entender 
que dichos fines no tienen un valor absoluto". 

"parece evidente que la decisión última sobre la procedencia o no de
la aplicación del artículo 106 dependerá del caso concreto y de los bienes 
jurídicos en juego..."

3.11. El procedimiento de revisión de oficio del Plan Parcial y los 
efectos del transcurso del plazo



4. RESOLUCIÓN DE CONTRATOS

4.1. Causa de resolución propuesta prevista en el artículo 223,d) 
TRLCSP

4.2. Causa de resolución propuesta prevista en el artículo 223,f y h) 
TRLCSP. 

4.3. Resolución versus modificación del contrato: causa prevista en 
el artículo 223,g) TRLCSP,



4.4. Renuncia unilateral del concesionario

4.5. Caducidad del procedimiento



4.6. Apertura de la fase de liquidación en el concurso



4.7. Improcedencia de acordar la resolución del contrato, por 
haberse extinguido previamente



4.8. Sobre los efectos de la resolución contractual. 

in extenso



5. MODIFICACIÓN DE CONTRATOS.

6 ADMINISTRACIÓN FINANCIERA. RECONOCIMIENTO DE 
OBLIGACIONES  CON OMISIÓN DE FISCALIZACIÓN.

6.1. Nulidad de los contratos

erga omnes

ex tunc

6.2. Adjudicaciones realizadas prescindiendo totalmente del 
procedimiento.



6.3. El procedimiento del artículo 33 RCI es incidental,

6.4. Ausencia de comprobación de la inversión

6.5. Inexistencia de título jurídico de la actuación administrativa

6.6. El acto de adjudicación ha sido dictado por órgano 
manifiestamente incompetente 





7. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACIÓN.





V. SOBRE EL VIGÉSIMO ANIVERSARIO





V. SOBRE EL VIGÉSIMO ANIVERSARIO DEL CONSEJO JURÍDICO
 
1. Reflexiones con ocasión del vigésimo aniversario







“los Consejeros podrán 
hacer uso de esa potestad cuando les esté específicamente atribuida por 
disposición de rango legal” “cuando, por 
disposición de rango legal les esté expresamente atribuida”.

“las habilitaciones para el 
desarrollo reglamentario de una ley serán conferidas, con carácter general, al 
Gobierno o al Consejo de Gobierno respectivo. La atribución directa a los 
titulares de los departamentos ministeriales o de las consejerías del Gobierno, 
o a otros órganos dependientes o subordinados de ellos, tendrá carácter 
excepcional y deberá justificarse en la ley habilitante”





"los 
asuntos sobre los que haya dictaminado el Consejo no podrán ser sometidos a 
dictamen ulterior de ningún otro órgano o institución de la Región de Murcia".



“Actuando la función 
legislativa que aquí se ejerce sobre el autogobierno de la Comunidad 
Autónoma, encuentra fundamento suficiente en el artículo 10.Uno.1 del 
Estatuto de Autonomía”.





"la 
suprema calidad representativa de las Cortes Generales tiene la virtualidad de 
convalidar cualquier defecto de tramitación que no revista caracteres de 
inconstitucionalidad"



“la consulta será preceptiva para los 
Ayuntamientos en todos los casos exigidos por la legislación a la que hayan de 
sujetarse”,





auctoritas 

auctoritas

Ejerce la función consultiva con plena autonomía orgánica y funcional para 
garantizar su objetividad e independencia”

auctoritas,



2. Expedientes recibidos y dictámenes emitidos. 

AÑO
1998
1999
2000
2001
2002
2003
2004
2005
2006
2007
2008
2009
2010
2011
2012
2013
2014
2015
2016
2017

0

50

100

150

200

250

300

350

400

450

500

19
98

19
99

20
00

20
01

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

20
08

20
09

20
10

20
11

20
12

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

CONSULTAS

DICTÁMENES



3. Clasificación de los Dictámenes por títulos competenciales recogidos 
en la LCJ, años 1998-2017.

FACULTATIVOS (Art.11)
PRECEPTIVOS

TOTAL 4786





4. Evolución consultas procedentes de las corporaciones locales 
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5. Miembros anteriores del Consejo Jurídico.

Presidente (1998-2007) 

Consejeros

6. Relación histórica de personal del Consejo Jurídico.
 



7. Recuerdo de la constitución del Consejo Jurídico en 1998.

 

«Excmo. Sr. Presidente de la Comunidad Autónoma de Murcia.
Excelentísimas e Ilustrísimas Autoridades. Señoras y Señores.

En nombre de mis compañeros y en el mío propio, y en nuestra 
condición de miembros del Consejo Jurídico de la Región de Murcia, mis 
primeras palabras han de ser y son de agradecimiento, tanto a la Asamblea 
Regional como al Consejo de Gobierno que nos designó y propuso para el 
cometido cuyo fiel desempeño acabamos de jurar o prometer.

A renglón seguido he de constatar la gran ilusión que nos hace ofrendar
nuestra cuota de participación en la tarea que se nos encomienda y que
supone una etapa más en la incesante carrera para la consolidación del Estado 
de las Autonomías, ya mediante las sucesivas ampliaciones competenciales 
provocando las oportunas reformas estatutarias, ya mediante la 
instrumentación efectiva de las instituciones necesarias para la búsqueda y
logro de un Estado de Derecho, que asegure el imperio de la ley como
expresión de la voluntad popular, tal como se expresa en el preámbulo de
nuestra Constitución.

En esa línea y con ese propósito nace el Consejo Jurídico de la Región
de Murcia, creado por la Ley regional 2/1997, de 19 de mayo, configurándolo
como superior órgano consultivo en materia de gobierno y administración de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, siendo sus rasgos esenciales la 
autonomía, la independencia, la objetividad y la calidad técnica.

Vale la pena detenerse en dos matices que lo peculiarizan respecto a 
otras instituciones análogas del entorno nacional. En primer lugar, sus 
dictámenes serán exclusivamente jurídicos, fundamentados en el ordenamiento 
y a los solos fines de sujetar las decisiones y proyectos de la Administración a 
un estricto control de legalidad, con lo que resulta vedada la intromisión en 



consideraciones de oportunidad. Y en segundo lugar y aparte de extender su 
acción a los Municipios de la Región, amplía la misma a la Asamblea Regional 
la que, de modo potestativo, podrá someter a consulta del Consejo aspectos
concretos de los proyectos o proposiciones de ley.

La tarea a realizar -lo he dicho antes- es ilusionante, aunque no fácil. El
hecho de que los dictámenes del Consejo cierren la línea de consulta al
prohibir la ley que los asuntos por él dictaminados puedan someterse después
a ningún otro órgano o institución de la Región de Murcia, configura al Consejo
como una última instancia consultiva con el peso y responsabilidad que ello
comporta. 

De otro lado, la profusión normativa que nos invade de forma persistente
dificulta hoy la labor del jurista. La multiplicidad de leyes es muy dañosa,
escribía nuestro Diego Saavedra Fajardo. Decía «En siendo muchas causan
confusión, y se olvidan, o no se pudiendo observar, se desprecian».

Pondrá como ejemplo el ilustre murciano que el emperador romano
Claudio publicó en un día veinte «con que el pueblo andaba tan confuso y
embarazado que le costaba más el sabellos, que el obedecellos». A saber qué
escribiría Don Diego si pudiera leer los Boletines Oficiales de hoy.

Con todo, dichas dificultades no nos arredran. Servirán para excitar
nuestra prudencia, para intensificar nuestro celo y ver de conseguir para la
institución el mejor acierto y el mayor prestigio.

El gran maestro de juristas Alvaro D'Ors distingue entre la «auctoritas»,
a la que concibe como el saber socialmente reconocido, de la «potestas» que
identifica con el poder socialmente establecido. Pues bien, es la primera, y no
la segunda, la indiscutible meta que perseguimos como miembros de la nueva
institución.

Termino volviendo a nuestro SAAVEDRA FAJARDO. Escribió también
«el dar consejo es del inferior, i el tomalle del Superior. Ninguna cosa más
propia del Principado, ni más necesaria, que la consulta, i la execución». Estas
sabias máximas debían cincelarse en el ánimo de todo gobernante, y por ello
brindo desde ahora como leyenda a figurar orlada en el emblema que
identifique al Consejo la que encabeza la Empresa Política n.º 84 del ilustre
murciano: PLURA CONSILIO QUAM VI, esto es, obre más el Consejo que la
fuerza, o lo que es lo mismo, "Válgase más el Príncipe de la industria que de la 
fuerza; más del Consejo que del brazo; más de la pluma que de la espada,
porque intentallo todo con el poder, es loca impresa de gigantes, cumulando
montes sobre montes».

Y nada más. Muchas gracias».



8. Noticias aparecidas en la prensa regional con motivo de la creación del 
Consejo
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